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PROYECTOS
LEY DE LA RED NACIONAL DE CUIDO
Y DESARROLLO INFANTIL
Expediente Nº 18.921
ASAMBLEA LEGISLATIVA:
A. Marco jurídico
El “interés superior del niño”, consagrado en el artículo 3 de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño del año 1989, implica que su desarrollo y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios rectores para la elaboración de normas y su aplicación en todos los órdenes relativos a la vida del niño y la niña.
El artículo 57 del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley Nº 7739, de 6 de enero de 1998), establece la obligación del Ministerio de Educación Pública de garantizar la permanencia de las personas menores de edad en el Sistema Educativo y brindarles el apoyo necesario para conseguirlo. La Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil se propone lograr acuerdos y compromisos entre las diferentes instancias responsables de la protección, cuido y desarrollo integral de la primera infancia.
Asimismo, el Código de la Niñez y la Adolescencia reafirma los derechos de ese grupo poblacional a un ambiente sano y a su pleno desarrollo, además de las obligaciones del Estado para procurar el cumplimiento de esos derechos. En el artículo 5 de esta norma jurídica se señala a la niñez como grupo de interés superior en las acciones públicas o privadas, en tanto que se debe procurar su “pleno desarrollo personal”; de ahí que los programas de cuido de la niñez temprana deben ser una prioridad en esas acciones del Estado.
Desde esa perspectiva, el Estado tiene una doble función, constituirse en proveedor o garante de la prestación de servicios de cuido y desarrollo infantil, así como en regular el funcionamiento y establecer los estándares de los establecimientos públicos y privados que prestan estos servicios.
En lo que respecta a las obligaciones internacionales de nuestro país, entre otras, la Convención sobre los Derechos del Niño (aprobada por la Ley Nº 7184, de 18 de julio de 1990), reconoce que las personas menores de edad tienen derecho a la protección y cuidados especiales por parte de su familia y del Estado, como un derecho que les es propio por su condición de personas.
En consonancia, esta normativa internacional establece en su artículo tercero que los Estados signatarios se comprometen a asegurar a la persona menor de edad, la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta primordialmente su interés superior.
Costa Rica, como Estado parte de la Convención, también ha reconocido que la familia es un grupo fundamental de la sociedad, gestora de la individualidad de las personas y medio natural para el crecimiento y bienestar de todos sus miembros, en particular de los niños y las niñas, ya que se considera la institución primaria en la que la persona menor de edad inicia su proceso de socialización, de ahí que la familia debe recibir la protección y asistencia necesaria para poder asumir plenamente tales responsabilidades.
Evidentemente, con una red de servicios destinados al cuidado de los niños y las niñas se amplían las oportunidades de las mujeres de insertarse o mejorar su inserción al mercado de trabajo, promoviendo a la vez un esquema que va más allá de mero cuido, avanzando en el desarrollo infantil.
Está ampliamente comprobado que la rigidez en la distribución sexual del trabajo es una de las barreras que persisten en el camino hacia la igualdad de género, no solo en Costa Rica, sino que también en la mayoría de los países del mundo. En Costa Rica, sin embargo, a diferencia de otros países, se ha avanzado en la formulación de políticas tendientes a lograr una más adecuada redistribución del trabajo remunerado y no remunerado entre hombres y mujeres, incluyendo una mayor participación del sector público y del sector privado sin fines de lucro.
Como se señaló en la Política Nacional para la Igualdad y Equidad de Género (PIEG) del año 2007, “el cuido como problema social no solo implica avanzar en la creación de servicios, sino también en el cambio cultural... (el cuido) debe pasar de ser un asunto femenino a ser un asunto también masculino, y de ser un asunto privado familiar, a ser un asunto público, estatal y empresarial”.
De igual manera, el mismo instrumento busca, a través de su primer objetivo estratégico: “Que en el 2017 toda mujer que requiera de servicios de cuido de niñas y niños para desempeñarse en un trabajo remunerado, cuente con, al menos, una alternativa de cuido pública, privada o mixta, de calidad, dando así pasos concretos hacia la responsabilidad social en el cuido y la valoración del trabajo doméstico”.
El cuido de dependientes es uno de los aspectos que más pesa en la actual distribución sexual del trabajo, motivo por el cual requiere especial atención en la ejecución de acciones tendientes a lograr una mayor equidad y autonomía de las mujeres.
La PIEG aboga por un cambio cultural con miras a que la responsabilidad del cuido de niños y niñas deje de ser un asunto propio del ámbito privado de los hogares, asignado y encomendado a las mujeres, para pasar a involucrar activamente a los hombres y a ser reconocido como un asunto público, que compete al Estado y al sector privado.
En virtud de lo anterior, tanto por los compromisos internacionales asumidos como por los derechos ya declarados en el marco jurídico local, el Estado costarricense se encuentra en la obligación de garantizar a las personas menores de edad, oportunidades para alcanzar su desarrollo físico, intelectual y emocional, muy especialmente a través de acciones instrumentadas en el marco de un sistema de cuido auspiciado, estructurado y supervisado en forma coordinada por instituciones públicas y con amplia participación e integración del sector privado.
B.  Importancia del desarrollo integral infantil
A nivel internacional, son muchas las experiencias que han demostrado la necesidad de programas de cuido y desarrollo infantil, cuyo éxito depende de la capacidad organizativa y reguladora de cada país. Adicionalmente, se han comprobado los beneficios que estos programas generan en la consolidación del núcleo familiar, la inserción de las madres en el mercado laboral, el intercambio comunitario; además del aporte al desarrollo y a la calidad de vida de niños y niñas que se benefician de estas intervenciones.
Los programas de cuido han sido incorporados como obligación de los Estados en los instrumentos jurídicos y convenios nacionales e internacionales, al comprenderse que estos servicios son cruciales para facilitar el desarrollo integral de la niñez, principalmente si se hace énfasis en aspectos relacionados con la salud, nutrición, educación, protección, seguridad y asistencia social.
El Estado costarricense ha asumido ese compromiso a través de varios instrumentos, tales como la Ley Fundamental de Educación Nº 2160, del año 1957; el Decreto Nº 10285-E de Creación de la Educación Preescolar, del año 1979 y la Ley Nº  7739, Código de Niñez y Adolescencia, de 1998. Asimismo, a nivel internacional se puede mencionar la Cumbre Mundial de las Naciones Unidas en Favor de la Infancia, realizada en el año 1990, así como la Conferencia Mundial de Educación para Todos, Unesco, efectuada en Tailandia, en ese mismo año.
Esos instrumentos reconocen que la estimulación oportuna que pueda recibir la niñez, tanto de sus familias como de aquellos provistos por profesionales en los centros de cuido, contribuye sin duda a su desarrollo integral, no solo en esta etapa, sino para el resto de su vida.
La primera infancia (de 0 a 8 años) constituye la etapa más importante en cuanto al crecimiento físico, mental, social y emocional, es por ello que el abordaje integral de los niños y las niñas en estas edades, debe visualizarse desde una perspectiva no solo asistencial, sino con un fuerte componente pedagógico, que involucra las diferentes áreas del desarrollo infantil, los derechos de los niños y las niñas, la satisfacción de las necesidades básicas, así como el respeto por el contexto social, cultural e histórico de pertenencia.
Diversos estudios científicos demuestran que los programas de calidad, orientados a la atención de la primera infancia, producen efectos positivos en los ámbitos individual, social, económico y político, contribuyendo, de esta manera, con la familia, la comunidad y el Estado.
Existen importantes evidencias en los campos de la fisiología, nutrición, salud, sociología, psicología y educación, que demuestran que el desarrollo de la inteligencia, la personalidad y el comportamiento social en los seres humanos ocurre más rápidamente durante los primeros años de vida.
El desarrollo de la inteligencia no está predeterminado por la estructura genética heredada, ni ocurre tampoco de manera espontánea, sino que es un proceso en continuo cambio, provocado inicialmente por la intensidad de los estímulos del ambiente social sobre la conformación de las redes neuronales de los niños desde el embarazo y durante los primeros años de vida.
Cuando el cerebro se desarrolla bajo condiciones óptimas, aumenta el potencial de aprendizaje y disminuyen las posibilidades de fracaso en la escuela. Por ello, las alternativas de atención infantil que promueven la interacción con el medio físico, natural y sociocultural pueden fomentar el desarrollo cerebral y las potencialidades de aprendizaje, pues la mitad del desarrollo del intelecto se produce antes de los cuatro años de edad, debido a la relación existente entre la tasa de crecimiento del cerebro durante los primeros años y el efecto de la estimulación oportuna sobre la estructura y organización de las conexiones neuronales.
Desde el punto de vista emocional, en los primeros 6 años de vida la persona construye las bases de su autoestima, desarrolla confianza, seguridad, autonomía e iniciativa, en su relación con otras personas y con la cultura a la que pertenece.
Es esencial agregar que, los programas integrales dirigidos a la primera infancia, previenen la desnutrición, el retardo mental, mejoran el desempeño de la niñez tanto en sus primeros años como al ingresar a la escuela primaria y secundaria, posibilitan que la persona se integre al mundo del trabajo y estimulan el desarrollo de las comunidades.
Además, la inserción a la educación temprana contribuye con la equidad social al eliminar discriminaciones entre niños y niñas: asegura la participación de ambos teniendo en cuenta sus potencialidades más que sus diferencias. Un niño o una niña que asiste a un centro infantil desde sus primeros años, es una persona que socializa, que se retroalimenta de su relación con el otro, que aprenden a compartir, a escuchar, a valorar al otro independientemente de su sexo, raza, origen y condición social y cultural.
C.  Los programas de cuido y desarrollo infantil en Costa Rica
Uno de los principales antecedentes en la provisión de servicios de atención integral infantil lo constituye el desarrollo de la educación preescolar en Costa Rica.
La educación preescolar ha sido históricamente del interés del Estado Costarricense, y se manifiesta en la Constitución Política, artículo 77: “La Educación Pública será organizada como un proceso integral correlacionado en sus diversos ciclos, desde la preescolar hasta la universitaria” y, en el artículo 78, vinculado al precepto de obligatoriedad de la enseñanza.
Es con fundamento en la Constitución Política que se emite la Ley Fundamental de Educación (Nº 2160, de 25 de setiembre de 1957), en la que se explicitan en el artículo 12 los fines de la Educación Preescolar. Se desprende de tales fines una concepción integral sobre la formación del niño costarricense en sus aspectos físico, intelectual, social y emocional; propiciando además su autonomía, iniciativa y creatividad, así como la formación de hábitos, valores, destrezas y habilidades necesarias para el desempeño escolar y su plena autorrealización como ser humano.
En concordancia con este marco jurídico, se emite en el Decreto Ejecutivo 3333-E del 27 de octubre de 1973, el Plan Nacional de Desarrollo Educativo, con el cual se le otorga a la Educación Preescolar el primer nivel del Sistema Educativo Costarricense. Además, se establecen las bases para su expansión y cobertura futura, especialmente en el área rural.
Posteriormente, y con fundamento en esos instrumentos jurídicos, se crea el Departamento de Educación Preescolar por Decreto Nº 10285-E, del año 1979, cuyos artículos 1, 2 y 3 determinan la estructura técnica y curricular de la misma, en dos ciclos: Materno Infantil y Transición.
El artículo 1 señala que el nivel de Educación Preescolar está destinado a atender la primera educación de los niños a partir de su nacimiento y hasta su ingreso a la Educación General Básica. En el artículo 2 se indica que el Ciclo Materno Infantil tendrá una duración de cuatro años y su finalidad será la atención de los niños desde su nacimiento y hasta su incorporación al Ciclo de Transición. Por su parte el artículo 3 menciona que el Ciclo de Transición, es el precedente a la Educación General Básica y tiene como finalidades fundamentales, la atención del proceso de socialización del niño, así como el desarrollo de sus destrezas, la transmisión de conocimientos básicos, que le permitan al niño un mejor desarrollo emocional y psicológico.
El Ministerio de Educación Pública (MEP), ha asumido el desafío de materializar la política de universalización de la Educación Preescolar en respaldo a los principios de equidad e igualdad de oportunidades, sin embargo solo ha logrado incluir en el Sistema Educativo Nacional a los niños y niñas a partir de los cuatro años y tres meses.
Asimismo, es importante destacar que en Costa Rica existen diferentes alternativas de servicios de cuido y atención infantil, con modalidades públicas, mixtas y privadas; entre las públicas, los jardines infantiles del MEP, los centros de cuido y desarrollo infantil administrados por las municipalidades, los centros de educación y nutrición y los centros infantiles de atención integral, de la Dirección Nacional de CEN-CINAI del Ministerio de Salud; mixtas como los hogares comunitarios y los centros infantiles diurnos de atención integral Cidai (de organizaciones de bienestar social en convenio con el PANI). Además, iniciativas privadas financiadas por universidades, empresas privadas, asociaciones solidaristas, cooperativas, entre otras.
Este proyecto de ley, que se somete a consideración de la Asamblea Legislativa, tiene la intención de hacer efectiva la responsabilidad del Estado en la protección de la niñez a través de un instrumento legal que asegure, delimite y principalmente, erija un marco jurídico de coordinación competencial de instituciones en materia de cuido y desarrollo infantil, a la vez que propicie la incorporación de la iniciativa privada en la materia, lo que a la postre constituiría una red institucional sólida y clara para la operación de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil de Costa Rica (Redcudi).
Justamente, el objetivo de la Redcudi es afianzar los programas existentes, así como diversificar las modalidades de la oferta en la materia y con eso, ampliar la cobertura de estos servicios, además de dotar al sistema de cuido y desarrollo infantil del país de una fuente de recursos para el adecuado desempeño de sus actividades. También, en la búsqueda de ampliar la cobertura y calidad de los servicios, se inserta la posibilidad de la participación privada en el financiamiento, apoyo técnico y administrativo en los establecimientos de cuido, la capacitación, investigación y evaluación del sistema.
Aunado al ente regulador y de control ya existentes, la operación de la Redcudi requiere de dos órganos más para su completa operación. El primero es una instancia superior nacional, la Comisión Consultiva de la Redcudi, coordinada por el ministro/a rector del sector social y compuesta por las instituciones vinculadas a la temática, como los ministerios de Salud, Educación Pública, Trabajo y Seguridad Social; así como del Patronato Nacional de la Infancia, el Instituto Mixto de Ayuda Social, el Instituto Nacional de las Mujeres y la Caja Costarricense de Seguro Social.
Asimismo, la Redcudi requiere de un órgano técnico, la Secretaría Técnica prevista en este proyecto, que fungiría además como instancia articuladora de los actores del sistema.
Los recursos financieros para solventar la Redcudi son también un factor clave para su permanencia en el tiempo y el éxito de la iniciativa. Para ello, se requiere que esos recursos se definan con mayor claridad y con rango de ley, de forma que puedan tener sostenibilidad con el tiempo para asegurar la prestación de servicios de cuido, la fiscalización y control de los centros, la capacitación de personal y otros requerimientos del sistema.
Con base en lo expuesto anteriormente, es que se somete a consideración de los señores (as) diputados (as), el presente proyecto de ley “Ley de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil”.
LA ASAMBLEA LEGISLATIVA
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA, DECRETA:
LEY DE LA RED NACIONAL DE CUIDO
Y DESARROLLO INFANTIL
CAPÍTULO I
ASPECTOS GENERALES
ARTÍCULO 1.-  Creación y finalidad
Se crea la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil (Redcudi) con la finalidad de establecer un sistema de cuido y desarrollo infantil de acceso público, universal y de financiamiento solidario que articule las diferentes modalidades de prestación pública y privada de servicios en materia de cuido y desarrollo infantil, para fortalecer y ampliar las alternativas de atención infantil integral.
ARTÍCULO 2.-  Objetivos
Los objetivos de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil son los siguientes:
a) Garantizar el derecho de todas las personas menores de edad a participar en programas de cuido, en procura de su desarrollo integral, según las distintas necesidades y de conformidad con las diferentes modalidades de atención que requieran;
b) Promover la corresponsabilidad social en el cuido a través de la participación de los diversos sectores sociales;
c) Articular los diferentes actores, alternativas y servicios de cuido y desarrollo infantil.
ARTÍCULO 3.  Población objetivo
La población objetivo la constituyen, prioritariamente, todos los niños y niñas menores de 7 años de edad, no obstante, de acuerdo con las necesidades específicas de las comunidades y familias atendidas y a la disponibilidad presupuestaria, se podrán incluir niños y niñas hasta 12 años de edad.
CAPÍTULO II
ORGANIZACIÓN
ARTÍCULO 4.  Conformación
La Redcudi está conformada por los diferentes actores sociales, sean públicos, mixtos o privados, que por mandato legal ostenten competencia, o por iniciativa privada desarrollen actividades en materia de atención integral, protección y desarrollo infantil.
Los servicios de cuido y desarrollo infantil que forman parte de la Redcudi, serán aquellos prestados directamente por instituciones públicas, como por ejemplo los centros de educación y nutrición y los centros infantiles de atención integral, de la Dirección Nacional de CEN-CINAI del Ministerio de Salud y los centros de cuido y desarrollo infantil gestionados por las municipalidades; igualmente, los ofrecidos por medio de subsidios de entidades públicas como el IMAS y el PANI. Entre las modalidades que combinan lo público y lo privado se encuentran los hogares comunitarios y los centros de cuido y desarrollo infantil administrados por organizaciones de bienestar social (OBS), asociaciones de desarrollo, asociaciones solidaristas, cooperativas o empresas privadas.
ARTÍCULO 5.  Sector público
En lo que respecta al sector público, formarán parte de la red al menos los siguientes entes y órganos:
a) el Ministerio de Educación Pública,
b) el Patronato Nacional de la Infancia,
c)  el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social,
d) el Instituto Mixto de Ayuda Social,
e)  el Ministerio de Salud,
f)  el Instituto Nacional de las Mujeres,
g) la Caja Costarricense de Seguro Social,
h) el Instituto Nacional de Aprendizaje,
i)  la Dirección Nacional de CEN-CINAI,
j)  la Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad y
k) las municipalidades.
ARTÍCULO 6.-  Participación privada
Forman parte de la Redcudi tanto las personas físicas y jurídicas que prestan directamente los servicios de cuido y desarrollo infantil, como las que participan en actividades relacionadas con estos, entre ellas el financiamiento y el apoyo técnico y administrativo a los establecimientos de cuido, la capacitación de personal, la investigación científica y la evaluación especializada.
ARTÍCULO 7.  Coordinación superior
El Ministerio que ejerza la rectoría del sector social será el superior jerárquico de la Secretaría Técnica que se establece en esta ley y será quien coordine la Comisión Consultiva de la Redcudi, la cual estará integrada por:
a) Las personas titulares de las siguientes carteras ministeriales o viceministeriales:
-    Trabajo y Seguridad Social,
-    Salud,
-    Educación Pública y
b) Las personas titulares de las siguientes instituciones autónomas:
-    Patronato Nacional de la Infancia,
-    Instituto Mixto de Ayuda Social,
-    Instituto Nacional de las Mujeres y
-    Caja Costarricense de Seguro Social.
c) La persona que ocupe la Dirección Ejecutiva de la Secretaría Técnica de la Redcudi y,
d) Otras personas titulares de órganos o entes que se incorporen por invitación de la Comisión Consultiva.
ARTÍCULO 8.  Políticas
La Comisión Consultiva se encargará de recomendar las políticas generales y lineamientos estratégicos del sistema de cuido y desarrollo infantil, de la coordinación competencial interinstitucional y las relativas a las diversas modalidades de prestación de servicios de la Red de Cuido.
Sesionará ordinariamente al menos una vez cada tres meses, y extraordinariamente cuando se le convoque por su presidente; se regirá por las normas de organización establecidas por la Ley General de la Administración Pública para órganos colegiados.
ARTÍCULO 9.  Secretaría Técnica
Se crea la Secretaría Técnica de la Redcudi, como instancia técnica responsable de promover la articulación entre los diferentes actores públicos y privados, las diferentes actividades que se desarrollan en el país en materia de cuido y desarrollo infantil, así como de expandir la cobertura de los servicios.
La Secretaría Técnica se constituirá en ejecutora de las actividades que le sean encomendadas por la Comisión Consultiva, será un órgano de máxima desconcentración, técnica y funcionalmente especializado, con independencia de criterio; y personalidad jurídica instrumental y presupuestaria para administrar el financiamiento que se establece para la Redcudi en esta ley. El presupuesto de este órgano deberá ser remitido para su aprobación a la Contraloría General de la República.
ARTÍCULO 10.  Funciones de la Secretaría Técnica
Además de las señaladas en el artículo anterior, serán funciones de la Secretaría Técnica de la Redcudi las siguientes:
a) Proponer y coordinar el desarrollo de nuevas alternativas para la prestación de servicios de cuido y desarrollo infantil.
b) Sugerir a las autoridades públicas, centralizadas y descentralizadas, las políticas para favorecer el logro de los objetivos de la Redcudi, involucrando a los diferentes participantes que conforman la Red.
c) Participar, dentro del ámbito de su competencia, en los procesos de capacitación de personal y de acreditación y habilitación de establecimientos y personal de cuido y desarrollo infantil, directa o indirectamente.
d) Llevar un registro geo-referenciado de establecimientos públicos y privados que prestan servicios de cuido y desarrollo infantil, incluyendo la población por ellos atendida, y realizar estudios que contrasten la oferta con la demanda potencial de servicios, para identificar áreas prioritarias de atención.
e) Consolidar un sistema de información sobre las características de la población beneficiaria de servicios de cuido y desarrollo infantil prestados directamente por el Estado o con financiamiento estatal.
f) Realizar recomendaciones en materia de infraestructura, aspectos pedagógicos y otros que mejoren la calidad de los servicios de cuido y desarrollo infantil.
g) Propiciar estudios de costos de prestación de los servicios de cuido y desarrollo infantil en las diferentes modalidades y realizar recomendaciones para la actualización del monto de los subsidios a las entidades responsables.
h) Impulsar la investigación en las áreas relacionadas con el desarrollo infantil.
i) Participar, dentro del ámbito de su competencia, en la gestión de los recursos provenientes de fuentes nacionales e internacionales (fideicomisos y cooperación técnica, entre otros), para la consolidación y expansión de la Redcudi; y de ser necesario, actuar como unidad ejecutora de tales recursos.
j) Otras que le asigne la Rectoría del Sector de Bienestar Social y Familia.
ARTÍCULO 11.  Estructura de la Secretaría
La Secretaría Técnica de la Redcudi contará con una estructura organizacional y recurso humano que garantice el desarrollo efectivo de sus funciones. En la parte técnica, la persona titular del ministerio que ejerza la rectoría del sector social, nombrará al titular de la Dirección Ejecutiva de la Secretaría.
ARTÍCULO 12.  Comisión Técnica Interinstitucional
Créase la Comisión Técnica Interinstitucional para el fortalecimiento de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil, como un órgano de coordinación de las acciones gubernamentales para la articulación, el fortalecimiento y la expansión de la Redcudi.
La comisión estará integrada por:
a)  La persona titular de:
-    La Dirección Ejecutiva de la Secretaría Técnica de la Redcudi, quien la presidirá,
-    La Dirección Nacional de Nutrición y Desarrollo Infantil,
-    La jefatura del Área de Educación Preescolar del Ministerio de Educación Pública,
b) Una persona representante del Patronato Nacional de la Infancia,
c) Una persona representante del Instituto Mixto de Ayuda Social, relacionada con el Programa de Hogares Comunitarios u otras alternativas de cuido y desarrollo infantil,
d) Una persona representante de la Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad,
e) Una persona representante del Instituto Nacional de Aprendizaje,
f) Una persona representante del Instituto Nacional de las Mujeres,
g) Una persona representante de la Caja Costarricense de Seguro Social y,
h) Otras personas que se incorporen por invitación de la Dirección Ejecutiva de la Secretaría Técnica de la Redcudi.
ARTÍCULO 13.  Funciones
La Comisión Técnica Interinstitucional tendrá las siguientes funciones:
a) Coordinar las acciones técnicas y operativas interinstitucionales relacionadas con la Redcudi.
b) Proponer políticas, programas y acciones pertinentes para el adecuado funcionamiento y desarrollo de la Redcudi.
c) Participar en la elaboración de los planes de acción interinstitucionales de la Redcudi.
d) Dar seguimiento a las acciones institucionales e interinstitucionales relacionadas con la Redcudi.
e) Conocer y pronunciarse sobre las evaluaciones e informes de seguimiento que se realicen sobre la Redcudi.
f)  Otras que le asigne la Comisión Consultiva de la Redcudi.
ARTÍCULO 14.  Organización
La Comisión Técnica Interinstitucional se regirá por las reglas de organización de la Ley General de la Administración Pública para órganos colegiados.
CAPÍTULO III
FINANCIAMIENTO Y RECURSOS
ARTÍCULO 15.  Financiamiento
Además de los recursos con que cuentan las entidades y órganos integrantes, se dota a la Redcudi con recursos provenientes de las siguientes fuentes:
a) Al menos un cuatro por ciento (4%) de todos los ingresos anuales, ordinarios y extraordinarios del Fodesaf. Dentro de este porcentaje se deben contabilizar todos aquellos aportes que se giren por parte del Fodesaf a las municipalidades para la operación, construcción ampliación y mejora de infraestructura de centros de cuido y desarrollo infantil.
b) Recursos provenientes de fuentes nacionales e internacionales, que se le asignen mediante convenio, directriz presidencial, decreto o ley de la República.
ARTÍCULO 16.  Asignación de recursos
Los recursos que se destinen a las municipalidades serán determinados según la priorización que realice la Secretaría Técnica de la Redcudi, lo cual comunicará oportunamente a la Dirección de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, y esta, a su vez, a los gobiernos locales, para que cada corporación local pueda incluirlos en los respectivos presupuestos ordinarios o extraordinarios. Estos recursos, para los efectos de presupuestación y fiscalización de la Hacienda Pública, se considerarán ingresos propios de cada gobierno local.
ARTÍCULO 17.  Donaciones
Se autoriza al Estado, las instituciones públicas, las empresas públicas constituidas como sociedades anónimas y a las personas públicas no estatales, para donar a favor de la Redcudi o de los entes y órganos públicos integrantes, toda clase de servicios, recursos y bienes, sean estos muebles o inmuebles, así como en general para colaborar y coadyuvar mediante el ejercicio de sus competencias específicas, en el cumplimiento de los objetivos de la Redcudi.
ARTÍCULO 18.  Autorización
El Instituto Mixto de Ayuda Social y el Patronato Nacional de la Infancia, estarán autorizados para destinar recursos para construcción, remodelación, ampliación, compra de edificaciones y terrenos, alquiler, equipamiento, apertura y operación de centros de cuido y desarrollo infantil.
Asimismo, el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) financiará y ejecutará la capacitación técnico-laboral, elaborada en coordinación con la Secretaría Técnica de la Redcudi, dirigida a las personas que se desempeñen como cuidadoras y promotoras de cuido y desarrollo infantil.
ARTÍCULO 19.  Fideicomiso
La Secretaría podrá celebrar todos los contratos y realizar todos los actos administrativos, civiles, industriales o comerciales que sean convenientes o necesarios para el mejor cumplimiento de sus fines; incluyendo la constitución de fideicomisos, cuya administración financiera y contable podrá ser contratada con las entidades financieras supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), sin perjuicio del control que le corresponda ejercer a la Contraloría General de la República.
ARTÍCULO 20.  Acciones operativas
Las principales instituciones responsables de las acciones operativas de la Secretaría Técnica de la Redcudi serán el Instituto Mixto de Ayuda Social, el Ministerio de Educación Pública, el Ministerio de Salud, el Patronato Nacional de la Infancia y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que le brindarán el contenido presupuestario, el espacio físico, el apoyo logístico, el equipo, los materiales y el personal necesarios para su adecuado funcionamiento.
Igualmente, se autoriza a las demás instituciones del Estado para que, dentro de su ámbito de competencia y de acuerdo con sus posibilidades, colaboren activamente y aporten recursos humanos, físicos y económicos a la Secretaría Técnica de la Redcudi.
ARTÍCULO 21.  Declaratoria de interés público
Se declara de interés público la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil (Redcudi), como una actividad de bienestar social que articula las competencias públicas y el esfuerzo privado en procura de la atención, la educación y el cuido de la población objetivo, así como la inserción y la estabilidad en el mercado laboral de las madres y padres beneficiados.
CAPÍTULO IV
REFORMA LEGAL
ARTÍCULO 22.  Adiciónese un inciso ñ) al artículo 3, de la Ley de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, N.° 5662, de 23 de diciembre de 1974; el texto del inciso adicionado será el siguiente:
“Artículo 3.- Con recursos del Fodesaf se pagarán de la siguiente manera programas y servicios a las instituciones del Estado y a otras expresamente autorizadas en esta ley, que tienen a su cargo aportes complementarios al ingreso de las familias y la ejecución de programas de desarrollo social.
[…]
ñ) Se destinará a la Red de Cuido y Desarrollo Infantil (Redcudi), al menos un cuatro por ciento (4%) de todos los ingresos anuales, ordinarios y extraordinarios, del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (Fodesaf).”
Rige a partir de su publicación.
Dado en la Presidencia de la República, a los nueve días del mes de setiembre de dos mil trece.
Laura Chinchilla Miranda
PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA
Carlos Ricardo Benavides Jiménez
MINISTRO DE LA PRESIDENCIA
Fernando Marín Rojas
MINISTRO DE BIENESTAR SOCIAL Y FAMILIA
23 de setiembre de 2013
NOTA:  Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión Permanente Especial de Ciencia, Tecnología y Educación.
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